
Concepción, diez de enero de dos mil veintitrés. 

 

Visto: 

ÁLVARO JOFRÉ CONTRERAS, abogado, por la Asociación de Sordos de Chile, ASOCH, presenta 

acción de protección a favor de YEXCENIA OLIVIA NEIRA ÁVILA, sorda, y de LA ASOCIACIÓN DE 

SORDOMUDOS DE CHILE por discriminación por motivos de discapacidad consistente en la omisión 

en la implementación de la medida de accesibilidad consistente en la interpretación en lengua de 

señas de los servicios médicos ofrecidos y prestados al público en general por el Servicio de Salud 

de Concepción y por la omisión ilegal y arbitraria en que incurren el Director Nacional del Servicio 

Nacional de la Discapacidad y el Director Regional del mismo servicio en Concepción, al no ejercer 

las facultades que la ley 20.422 le confiere en la materia; omisiones todas que han provocado y 

provocan la privación, perturbación y amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías 

constitucionales de los números 1, 2, 9 y 12, del artículo 19º de la Constitución Política de la 

República, con el fin que ordene la inmediata implementación en todas las prestaciones de salud 

destinadas a personas sordas, de la intervención de un intérprete en lengua de señas reconocido 

por la comunidad Sorda, sin perjuicio de las demás providencias que estime pertinentes. 

 

Denuncia la omisión en la implementación de la medida de accesibilidad consistente en la 

interpretación en lengua de señas de los servicios médicos ofrecidos y prestados al público en 

general por el recurrido SERVICIO DE SALUD DE CONCEPCIÓN, mediante el CESFAM VÍCTOR 

MANUEL FERNÁNDEZ, de su dependencia, lo que vulnera las garantías constitucionales indicadas, 

tanto en la dimensión individual, relacionada con YEXCENIA OLIVIA NEIRA ÁVILA, como en la 

colectiva. Añade que la señora NEIRA ÁVILA ha recibido y recibe prestaciones médicas en dicho 

CESFAM, todas relativas a su actual estado de gestación. Añade que ninguna de sus atenciones 

médicas han sido prestadas en formato accesible, en razón de su calidad de persona con 

discapacidad auditiva hablante natural de la lengua de señas chilena y persona de cultura Sorda. 

Ello significa que la usuaria resulta totalmente privada del acceso a la información médica relativa 

a su proceso de gestación, su evaluación y controles, tanto de su propio estado de salud como del 

nasciturus. Indica que en reiteradas ocasiones la usuaria solicitó al establecimiento la intervención 

de un intérprete certificado en lengua de señas, para efectos de poder acceder, en igualdad de 

condiciones con las demás personas, a la información dada en las respectivas consultas y 

controles, por el respectivo profesional médico. Ante las reiteradas atenciones de salud sin 

intérprete la usuaria víctima de discriminación interpuso reclamo número 1876718, de fecha 19 de 

octubre de 2022 ante la respectiva O.I.R.S., señalando a tal efecto, entre otros, lo siguiente: 

“Solicito puedan incorporar de este servicio, ya que seguiré con mis controles prenatales y mi 

próxima atención es psicológica, es mi derecho el acceder a la atención bajo las mismas 

condiciones que las personas oyentes y no por un tercero que yo deba proveer o costear con mis 

escasos recursos. Estaré atenta a contar con la debida accesibilidad en la próxima atención de 

salud”, pero no varió la situación mayormente, salvo por el esfuerzo personal de la usuaria, quien 

debió pedir favores a distintas personas más o menos conocedoras de la lengua de señas chilena, 

resultando un acceso a la información más o menos confiable y más o menos fluido según cada 

caso, y siempre resultando vulnerada su privacidad e intimidad. Sin embargo, con dicho 

mecanismo paliativo sólo se ha podido cubrir una parcialidad de las atenciones, puesto que no se 

puede lograr un verdadero y debido acceso a la información en base a la caridad y favores; menos 



cargando el costo de dicha medida de accesibilidad a una persona con discapacidad, las que 

además sufren en su vida la marginación educativa y laboral. 

 

Sostiene que YEXCENIA OLIVIA NEIRA ÁVILA resulta privada, perturbada y amenazada en el 

legítimo ejercicio de los derechos y garantías constitucionales siguientes: 19.1) integridad física y 

psíquica y la protección de la vida del que está por nacer, toda vez que la incertidumbre y 

desconocimiento de su estado personal de salud y del nasciturus provoca ansiedad, inseguridad, 

angustia en un proceso fisiológico y emocional de por sí muy exigente y estresante; además de la 

angustia y dolor de verse como persona de segunda o tercera categoría respecto de los demás; 

19.2) igualdad ante la ley, toda vez que las usuarias oyentes del mismo servicio, al recibir toda la 

información de sus atenciones médicas en formato accesible en su lengua natural, que es el 

castellano hablado y escrito, devienen en un grupo privilegiado y la usuaria Sorda resulta en una 

usuaria marginada con menor goce de derechos en la práctica; 19.9) protección a la salud, toda 

vez que es cuestión esencial en la protección de la salud el acceder a la información y datos 

relativos a ella, tanto para su mero conocimiento, como para la ejecución de las pautas y 

directrices técnicas que en ello se requieren; 19.12) acceso a la información, toda vez que la 

usuaria Sorda no accede a la información en igualdad de condiciones con las demás personas, de 

esta cuestión que es de interés vital para sí misma como para el nasciturus. 

 

Insiste en la discriminación por motivos de discapacidad, y en la necesidad de adoptar medidas a 

favor de ese grupo vulnerable, en particular respecto de sus derechos culturales y lingüísticos. 

 

En el caso del SERVICIO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD la omisión ilegal y arbitraria consistente 

en el no ejercicio de las facultades que le entrega la ley 20.422 artículo 62, inciso segundo, letra j), 

relativo a velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con 

la protección de los derechos de las personas con discapacidad, incluye la atribución de denunciar 

los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y 

ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las 

personas con discapacidad, de conformidad a la ley. Agrega que el ejercicio de esas facultades 

tiene por objeto dar cumplimiento al propósito esencial de promover la igualdad de 

oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, de 

modo que la ilegal y arbitraria omisión que se denuncia deviene en la privación, perturbación y 

amenaza para la comunidad Sorda en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías 

constitucionales ya aludidos. 

 

Añade que SENADIS y su Dirección Regional no pueden ser meros espectadores de cuestiones 

como las ventiladas en autos, argumentando que la Excelentísima Corte Suprema, mediante 

sentencia de 06 de agosto de 2021, en causa rol 19024-2021, señaló: “Asimismo, se dispone que el 

Servicio Nacional de la Discapacidad deberá fiscalizar el cumplimiento de lo precedentemente 

ordenado, al tenor de lo prescrito en el artículo 6 del Reglamento que establece normas para la 

aplicación de mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten el acceso a la 

programación televisiva para personas con discapacidad auditiva, contenido en el Decreto 

Supremo N° 32 de 2011”. 

 



En definitiva, solicita ordenar que los establecimientos de salud dependientes del SERVICIO DE 

SALUD DE CONCEPCIÓN otorguen sus servicios médicos a las personas Sordas en formato 

accesible mediante la intervención, a su cargo, de un intérprete en lengua de señas certificado por 

la comunidad Sorda y respecto del SERVICIO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD Y SU DIRECCIÓN DE 

LA REGIÓN DEL BÍO BÍO que ejerzan en estos autos y los demás casos relacionados la función y 

facultades que la ley les ordena, con costas y sin perjuicio de las demás acciones que para los 

mismos fines se disponga. 

 

Informó RIGOBERTO CÓRDOVA VALLEJOS, abogado, por el Servicio de Salud Concepción y el 

Consultorio Víctor Manuel Fernández, haciendo presente, en primer lugar, que existe un 

procedimiento específico de reclamación por las atenciones en salud contemplado en la ley 19.966 

(Ley AUGE), la cual en su título tercero (“DE LA RESPONSABILIDAD EN MATERIA SANITARIA”) 

párrafo II (“DE LA MEDIACIÓN”), Artículo 43, exige una mediación previa ante el Consejo de 

Defensa del Estado, lo que no aconteció en la especie. 

 

Respecto de los hechos denunciados afirma que doña YEXCENIA OLIVIA NEIRA ÁVILA ha recibido y 

recibe actualmente prestaciones médicas en el CESFAM señalado, todas relativas a su actual 

estado de gestación; la usuaria asistió 2 veces con intérprete de lenguas de señas on line, al 

ingreso Prenatal 21 de septiembre de 2022 y, posteriormente, al control 19 de octubre de 2022; el 

24 de octubre la Matrona gestiona hora intérprete ministerial (registrando que no había hora 

disponibles para próximo control con psicóloga tratando a la vez de cambiar la hora con psicóloga 

para contar con el recurso de intérprete); luego la gestante bien controlada asiste a todos sus 

controles y cumple indicaciones; asiste a su último control y es atendida por matrona sin la 

necesidad de contar con intérprete de lengua de señas. 

 

En cuanto a la “obligación” de contar con un intérprete certificado como pretende el recurrente, 

señala que no basta con enunciar derechos de orden constitucional y/o de tratados 

internacionales, sino que debe atenderse el desarrollo legal de dichos derechos, en este caso, 

debe revisarse la ley de derechos y deberes del paciente (20.584), la cual en su Párrafo 2º Del 

derecho a un trato digno, específicamente su Artículo 5º, señala: “En su atención de salud, las 

personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier 

circunstancia. En consecuencia, los prestadores deberán: a) Velar porque se utilice un lenguaje 

adecuado e inteligible durante la atención; cuidar que las personas que adolezcan de alguna 

discapacidad, no tengan dominio del idioma castellano o sólo lo tengan en forma parcial, puedan 

recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario del 

establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona 

atendida”. Es decir, no existe una obligación legal como pretende la recurrente, pues el uso de la 

expresión “si existiere” denota que no es una obligación. Sin perjuicio de ello, tanto en el CVMF 

existen funcionarios capacitados en lengua de señas chilena. Además, y en virtud del mismo 

articulado, los usuarios tienen la posibilidad de asistir con terceros que los asistan en la materia, 

no habiéndose prohibido dicha posibilidad en caso alguno por ninguno de los nosocomios. 

Además, la ley 20.422 que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de 

personas con discapacidad, al regular la materia, indica: (Artículo 8 bis) “Las instituciones públicas 

y privadas establecerán las condiciones para que las personas con discapacidad puedan acceder, 



concurrir y comparecer ante ellas con intérpretes de lengua de señas o guías intérpretes, según 

sea el caso y corresponda, previa acreditación de esta condición”. Por lo tanto, si bien dicha ley 

establece la formación continua de intérpretes (art. 8° Ter), no establece una obligación específica 

en materia de salud, y reconoce que se deben dar las facilidades para que un intérprete participe 

de la atención, pero no una obligación de la administración del Estado con intérpretes certificados 

como pretende la parte recurrente. 

 

Añade que en la página web del Minsal se dispone de la posibilidad de acceder a un intérprete de 

lengua de señas chilena vía WhatsApp, información que se ha publicado por el servicio de salud, 

en su propia página web. En definitiva, no ha existido por parte del servicio de salud concepción 

actos arbitrarios o ilegales que hayan conculcado derechos fundamentales de los recurrentes. 

 

Informó DANIEL CONCHA GAMBOA, Director Nacional de SENADIS, señalando que dicho 

organismo fue creado por la Ley N°20.422 (2010), que Establece Normas sobre Igualdad de 

Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, y conforme a lo dispuesto en el 

artículo 62 de la citada ley, tiene las siguientes funciones que dicho precepto indica. 

 

En lo que se relaciona con el ejercicio de la facultad contenida en la letra j) del artículo 62 de la Ley 

N°20.422, el Servicio cuenta con diversas instancias para que las personas con discapacidad o 

quienes las representen puedan poner en conocimiento de SENADIS – a través de denuncias o 

reclamos – acciones u omisiones de organismos públicos o privados, así como de personas 

naturales, que impliquen vulneración de derechos, discriminación, explotación, violencia o abuso 

en contra de personas con discapacidad. Entre estos mecanismos pueden señalarse: i) El Sistema 

Integral de Atención Ciudadana (SIAC); ii) La Plataforma de Presidencia de la República; iii) Los 

oficios derivados desde tribunales de justicia, así como de otras instituciones públicas o privadas 

que toman conocimiento de hechos de esta naturaleza; iv) Los registros consignados por medios 

de comunicación, ya sea a través de prensa, redes sociales o cualquier otro soporte digital; y v) Las 

Direcciones Regionales de SENADIS que, a lo largo del país, se constituyen como una de las 

principales receptoras y canalizadoras de demandas espontáneas al Servicio. A partir de ello, una 

vez que SENADIS toma conocimiento de hechos que suponen un incumplimiento de disposiciones 

legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con 

discapacidad, dando aplicación a la citada letra j) del artículo 62, puede proceder, según sea la 

naturaleza del caso concreto, a denunciar dichos incumplimientos ante organismos públicos o 

privados, lo que se materializa a través de la remisión de un oficio a la institución o instituciones 

involucradas, solicitando información o mayores antecedentes respecto de la denuncia, sugiriendo 

la implementación de medidas de accesibilidad, ajustes necesarios o de prevención de conductas 

de acoso para poner fin a la vulneración de derechos y/o evitar que vuelvan a ocurrir hechos de 

similar naturaleza. Asimismo, se solicita a la institución requerida entregar los antecedentes o, en 

su caso, adoptar las medidas respectivas y reportar a este Servicio dentro del plazo que se precisa 

en el oficio respectivo. Por otra parte, y, según sea la naturaleza del reclamo o denuncia recibida, 

el Servicio puede efectuar una derivación de la misma al Programa Acceso a la Justicia para 

Personas con Discapacidad, ejecutado por SENADIS en colaboración con las 4 Corporaciones de 

Asistencia Judicial del país, para dar cumplimiento a la función legal de denunciar incumplimientos 

ante instancias jurisdiccionales, o bien, a ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en 



que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad. 

 

Precisa que SENADIS no tiene facultad fiscalizadora, por ende, el conocimiento de 

incumplimientos de disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los 

derechos de las personas con discapacidad, así como de cualquier hecho que suponga 

discriminación en contra de estas últimas, no se realiza de manera directa, sino que sólo mediante 

denuncias o reclamos de terceros. Recuerda que el actuar del Estado se encuentra limitado por la 

Constitución y las leyes, conforme al principio de la juridicidad o legalidad del actuar público, en 

virtud del cual, la actuación de los órganos del Estado debe ser conforme al ordenamiento jurídico, 

previa habilitación y dentro de su competencia, pudiendo realizar sólo aquello que le ha sido 

autorizado. Por ello sostiene que no se configura una omisión ilegal y arbitraria por parte de 

SENADIS. 

 

Sobre el caso de que se trata, señala que el Estado de Chile ratificó la Convención Internacional 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en el año 2008 y, con ello, asumió diversas 

obligaciones y compromisos, especialmente referidos al derecho de igualdad de oportunidades, no 

discriminación, respeto por la diferencia y dignidad inherente de las personas con discapacidad. 

Junto con ello, Chile reconoce que las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a múltiples 

formas de discriminación y, a ese respecto, se ha comprometido a adoptar medidas para asegurar 

que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales. Asimismo, el Estado de Chile ha asumido la obligación de adoptar 

medidas pertinentes para asegurar el acceso a las personas con discapacidad, en igualdad de 

condiciones con las demás, a la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las 

tecnologías de la información. A ello se suma la obligación de ofrecer formas de asistencia humana 

o animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de 

señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; y promover otras 

formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con discapacidad para asegurar su acceso a 

la información. 

 

Destaca el compromiso del Estado de adoptar todas las medidas pertinentes para que las personas 

con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, incluida la 

libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones con las 

demás y mediante cualquier forma de comunicación que elijan, entre ellas, aceptar y facilitar la 

utilización de la lengua de señas. En consonancia con este tratado, la Ley N° 20422 dispone en su 

artículo 8 que, con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas 

con discapacidad, el Estado debe establecer medidas contra la discriminación, las que consisten en 

exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso. 

Además, producto de una reciente modificación – efectuada por la Ley N°21.303, de 2021, que 

promueve el uso de la Lengua de Señas – el artículo 26 de la Ley N°20.422 dispone: “[l]a lengua de 

señas chilena es la lengua natural, originaria y patrimonio intangible de las personas sordas, así 

como también el elemento esencial de su cultura e identidad individual y colectiva…”. Por su 

parte, la Ley N°20.584 (2012) que Regula los Derechos y Deberes que Tienen las Personas en 

Relación con Acciones Vinculadas a su Atención en Salud, establece, en su artículo 5º, que las 

personas tienen derecho a recibir en sus atenciones de salud un trato digno y respetuoso en todo 



momento y en cualquier circunstancia. En consecuencia, los prestadores de salud deben velar 

porque se utilice un lenguaje adecuado e inteligible durante la atención; cuidar que las personas 

que presenten discapacidad, no tengan dominio del idioma castellano o sólo lo tengan en forma 

parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario 

del establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona 

atendida. Por su parte, el artículo 6 dispone que toda persona tiene derecho a que los prestadores 

le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión 

de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación interna de cada establecimiento, 

la que en ningún caso podrá restringir este derecho de la persona más allá de lo que requiera su 

beneficio clínico. Asimismo, el artículo 8 establece que toda persona tiene derecho a que el 

prestador institucional le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea 

en forma visual, verbal o por escrito, respecto de su estado de su salud, del posible diagnóstico de 

su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los 

riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del 

postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 

 

Concluye que es obligación del Estado y, por ende, de cada repartición pública adoptar las 

medidas de accesibilidad y ajustes necesarios para garantizar la efectiva inclusión de las personas 

con discapacidad y el ejercicio de sus derechos en igualdad de condiciones con las demás 

personas, así como considerar la variable discapacidad como enfoque transversal de su gestión 

interna y externa, correspondiendo, por tanto, que el Servicio de Salud de Concepción y, 

específicamente el Centro de Salud Familiar (CESFAM) Víctor Manuel Fernández, implementen las 

medidas de accesibilidad y ajustes necesarios para la debida atención de personas con 

discapacidad y, tratándose del caso de autos, cuenten de manera permanente con intérprete de 

lengua de señas chilena en las atenciones de salud que se brinden a doña Yexcenia Neira Ávila, así 

como a cualquier persona sorda o con discapacidad auditiva que lo requiera. 

 

Sin perjuicio de ello, en cuanto al rol de SENADIS, no contaba con antecedentes previos sobre la 

situación denunciada, de modo que habiendo tomado conocimiento de la misma a través de la 

presente acción de protección, pone a disposición de la recurrente el Programa Acceso a la 

Justicia, que brinda asesoría jurídica gratuita, pudiendo solicitar atención a través de los canales 

que indica. 

 

Se trajeron los autos en relación. 

 

Considerando: 

1° De los antecedentes aportados por recurrentes y recurridas resulta un hecho indiscutido que 

YEXCENIA OLIVIA NEIRA ÁVILA, sorda, fue atendida en el CESFAM Víctor Manuel Fernández, 

dependiente del Servicio de Salud Concepción, donde recibió prestaciones médicas relativas a su 

actual estado de gestación, en específico asistió dos veces con intérprete de lenguas de señas on 

line, al ingreso Prenatal el día 21 de septiembre de 2022 y al control del día 19 de octubre de 2022, 

posteriormente se gestionó hora para contar con intérprete ministerial, registrando que no había 

hora disponible para el control con psicóloga, intentando el cambio de hora, y que al último 

control fue atendida por matrona sin intérprete. 



 

Para la correcta decisión del asunto resulta necesario precisar que lo cuestionado se relaciona con 

la disponibilidad efectiva del intérprete de lenguas de señas, mas no con la calidad de la atención 

médica propiamente tal. 

 

2° De acuerdo a lo establecido en el inciso tercero del artículo 1° de nuestra Constitución, “El 

Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo 

cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los 

integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno 

respeto a los derechos y garantías…”, instituyendo de ese modo el principio de servicialidad, que 

implica, en lo concreto, que sus órganos actúen coordinadamente, como un todo armónico, no 

obstante la intersectorialidad, para la consecución de tal fin y no de un modo parcializado y poco 

efectivo, entendiendo sus competencias específicas como un límite de intervención, bajo una 

errada comprensión del principio de legalidad. 

 

El deber del Estado de protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas debe 

prestarse de un modo efectivo y no meramente formal, lo que implica la obligación de todos los 

órganos e instituciones de actuar con la debida diligencia y, en el caso de los grupos vulnerables, 

con el mejor estándar posible. 

 

3° La situación denunciada afecta a una mujer sorda y embarazada, o sea doblemente vulnerable 

en atención a su género y condición de discapacidad, amparada de un modo reforzado por el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en especial por la CONVENCION SOBRE LA 

ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER (CEDAW) y por la 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

 

4° El artículo 1° de la CEDAW señala que "discriminación contra la mujer" denota toda distinción, 

exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 

sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

Luego, su artículo 2° dispone que los Estados Partes convienen en seguir, por todos los medios 

apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, 

con tal objeto, se comprometen, entre otras cosas, a: b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y 

de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la 

mujer; d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar 

porque las autoridades o instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación; e) 

Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por 

cualesquiera personas, organizaciones o empresas. 

 

Además, el artículo 3° indica que los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular 

en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de 

carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 

garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 



igualdad de condiciones con el hombre. 

 

En lo que nos atañe, el artículo 12.1 señala que los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios 

apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando 

servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el 

embarazo y la lactancia. 

 

5° Por su parte, el artículo 1° de la CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD expresa que su propósito es promover, proteger y asegurar el 

goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad 

inherente. Añade que las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias 

físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, 

puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 

las demás. Luego el artículo 2° define la discriminación por motivos de discapacidad como 

cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o 

el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, 

económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre 

ellas, la denegación de ajustes razonables. Por ajustes razonables entiende las modificaciones y 

adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, 

cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce 

o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales. 

 

En el artículo 3°, letra e), dentro de los principios de la Convención se consagra la igualdad de 

oportunidades, comprometiéndose los Estados parte, conforme al artículo 4°, a las siguientes 

obligaciones generales: d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente 

Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo 

dispuesto en ella; e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización 

o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad; h) Proporcionar información que sea 

accesible para las personas con discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 

tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y servicios 

e instalaciones de apoyo; i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan 

con personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente Convención, a 

fin de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos derechos. A continuación, en 

el punto 2 del mismo artículo, fija el estándar de actuación con respecto a los derechos 

económicos, sociales y culturales, indicando que los Estados Partes se comprometen a adoptar 

medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles. 

 

El artículo 5.2 dispone que los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 

discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva 

contra la discriminación por cualquier motivo. Enseguida en el artículo 5.3 establece, a fin de 

promover la igualdad y eliminar la discriminación, que los Estados adoptarán todas las medidas 



pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. 

 

El artículo 6, relativo a mujeres con discapacidad, señala que: 1. Los Estados Partes reconocen que 

las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese 

respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de 

condiciones de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; y 2. Los Estados Partes 

tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación 

de la mujer, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales establecidos en la presente Convención. 

 

En relación al acceso a la información, dentro de las medidas pertinentes menciona, en el artículo 

21, letra b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas y todos los demás modos, medios 

y formatos de comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad en sus relaciones 

oficiales; y letra e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas. 

 

En el artículo 25 dispone que los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad 

tienen derecho a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por motivos de 

discapacidad. 

 

6° El desarrollo legislativo de la Convención analizada precedentemente lo encontramos en la Ley 

N° 20.422 (10/02/2010), que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social 

de personas con discapacidad, cuyo artículo 1º declara su objeto, esto es, asegurar el derecho a la 

igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena 

inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de 

discriminación fundada en la discapacidad. Más adelante, en su artículo 5°, establece que persona 

con discapacidad es aquella que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa 

psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con 

diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y 

efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

 

Dentro de las definiciones contenidas en el artículo 6°, servicio de apoyo es entendido como toda 

prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con 

discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, 

económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o 

comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional (letra b); y por persona 

sorda aquella que, a partir de su funcionalidad auditiva reducida o inexistente, adquirida desde su 

nacimiento o a lo largo de su vida, se ha desarrollado como persona eminentemente visual, tiene 

derecho a acceder y usar la lengua de señas, a poseer una cultura sorda e identificarse como 

miembro de una comunidad lingüística y cultural minoritaria (literal h). El artículo 7º entiende por 

igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por 

razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o 

compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida 

política, educacional, laboral, económica, cultural y social. A continuación el artículo 8º dispone 

que el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de 



accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso. Por su parte 

el artículo 8 bis agrega que las instituciones públicas y privadas establecerán las condiciones para 

que las personas con discapacidad puedan acceder, concurrir y comparecer ante ellas con 

intérpretes de lengua de señas. 

 

Destacamos la protección reforzada respecto de las personas con discapacidad en situación de 

especial vulnerabilidad. Así, el artículo 9º previene que el Estado adoptará las medidas necesarias 

para asegurar a las mujeres con discapacidad, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en 

condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a 

constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva. 

 

En lo que hace a las medidas para la igualdad de oportunidades para el caso que nos convoca, el 

artículo 26 establece que la lengua de señas chilena es la lengua natural, originaria y patrimonio 

intangible de las personas sordas, así como también el elemento esencial de su cultura e identidad 

individual y colectiva. El Estado reconoce su carácter de lengua oficial de las personas sordas, por 

ello reconoce y se obliga a promover, respetar y a hacer respetar los derechos culturales y 

lingüísticos de las personas sordas, asegurándoles el acceso a la salud y demás ámbitos de la vida 

en sociedad en lengua de señas. 

 

Para los efectos de la coordinación intersectorial el artículo 60 de la Ley en análisis establece un 

Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros 

de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, y Transportes y 

Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para 

personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y 

coordinación intersectorial. El servicio específico encargado promover la igualdad de 

oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad es el 

Servicio Nacional de la Discapacidad (artículo 61), dentro de cuyas funciones destacan (artículo 

62): a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos 

organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin; b) Asesorar 

técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con 

discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales 

ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad 

de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad; 

j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la 

protección de los derechos de las personas con discapacidad. Facultad que incluye la atribución de 

denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales 

respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los 

intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley. 

 

7° Para los efectos de resolver el asunto planteado es necesario estudiar igualmente las normas de 

la Ley N° 20.584 (24/04/2012), que regula los derechos y deberes que tienen las personas en 

relación con acciones vinculadas a su atención en salud, cuyo artículo 2° dispone que toda persona 

tiene derecho, cualquiera que sea el prestador que ejecute las acciones de promoción, protección 

y recuperación de su salud y de su rehabilitación, a que ellas sean dadas oportunamente y sin 



discriminación arbitraria, en las formas y condiciones que determinan la Constitución y las leyes. 

En lo que nos interesa, agrega que la atención que se proporcione a las personas con discapacidad 

deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquella sea 

oportuna y de igual calidad. El artículo 5º agrega que las personas tienen derecho a recibir un trato 

digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia. En consecuencia, los 

prestadores deberán: a) Velar porque se utilice un lenguaje adecuado e inteligible durante la 

atención; cuidar que las personas que adolezcan de alguna discapacidad, no tengan dominio del 

idioma castellano o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y 

comprensible, por intermedio de un funcionario del establecimiento, si existiere, o con apoyo de 

un tercero que sea designado por la persona atendida. 

 

El artículo 8º añade que toda persona tiene derecho a que el prestador institucional le 

proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o 

por escrito, respecto de los siguientes elementos: a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de 

salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los 

cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas; d) Las instancias y 

formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias. Luego, el artículo 10 

señala que toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por 

parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico 

de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los 

riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del 

postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 

 

8° Conforme a dicho contexto fáctico y jurídico, es efectiva la denuncia de la recurrente en el 

sentido que el Servicio de Salud de Concepción, a través del CESFAM Víctor Manuel Fernández, no 

cumplió con el estándar de actuación exigido por los tratados internacionales de derechos 

humanos, la Constitución y las leyes, en la prestación del servicio de atención médica de Yexcenia 

Neira Ávila, mujer sorda y en gestación, al no adoptar todas las medidas de accesibilidad y ajustes 

necesarios para garantizar su efectiva inclusión y el ejercicio de sus derechos en igualdad de 

condiciones con las demás personas, traduciéndose en no asegurar la presencia o contacto virtual 

con un intérprete en lenguaje de señas chilena que permita la correcta información y 

entendimiento de los procedimientos y atenciones médicas, de modo de decidir informadamente, 

en los mismo términos que las personas que no presentan discapacidad, removiendo los 

obstáculos que permitan el efectivo ejercicio de todos sus derechos. 

 

9° Dicha omisión de una debida y eficaz actuación vulnera y amenaza en el futuro los derechos y 

garantías de la paciente singularizada y de las demás personas que requieran atención y presenten 

la misma discapacidad, en especial los derechos de integridad psíquica e igualdad ante la ley, 

previstos en los números 1 y 2 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que 

se acogerá la acción constitucional presentada y se otorgará la tutela solicitada en los términos 

que se expresarán en lo resolutivo. 

 

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Constitución 

Política de la República y en el Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre Tramitación y 



Fallo del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, SE ACOGE, sin costas, el recurso de 

protección presentado a favor de la Asociación de Sordos de Chile, ASOCH, y de YEXCENIA OLIVIA 

NEIRA ÁVILA, ordenando al Servicio de Salud de Concepción y, específicamente al Centro de Salud 

Familiar Víctor Manuel Fernández, adopte de inmediato las medidas de accesibilidad y ajustes 

necesarios para la debida atención de la paciente singularizada y de las demás personas con 

discapacidad auditiva, contando de manera permanente con intérprete de lengua de señas chilena 

en las atenciones de salud de ese grupo vulnerable de nuestra comunidad, que lo requiera. 

Asimismo se ordena al Servicio Nacional de la Discapacidad velar por el cumplimiento de la 

obligación precedente, debiendo indagar acerca de las medidas adoptadas y dar cuenta a esta 

Corte en caso de infracción. 

Regístrese, comuníquese y oportunamente, archívese. 

 

Redactó el Ministro Rodrigo Cerda San Martín. 

 

No firma el abogado integrante señor Sergio Galaz Ramírez, quien concurrió a la vista de la causa y 

al acuerdo, por encontrarse por encontrarse ausente. 

 

Protección N°100.326-2022. 

 


